STJSL-S.J. – S.D. Nº 136/18.-

--En la Provincia de San Luis, a dos días del mes de julio de dos mil dieciocho, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “BERNAL, JOAQUÍN s/ SUCESIÓN AB INTESTATO – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP. Nº 172625/9.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. LILIA ANA NOVILLO, MARTHA RAQUEL CORVALÁN y CARLOS ALBERTO COBO.-

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPCC?

III) En caso afirmativo a la cuestión anterior: ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: 1) Antecedentes: Que en fecha 06/06/2016 mediante actuación N° 5678325, los herederos de Joaquín Bernal, interpusieron recurso de casación contra la Sentencia Interlocutoria Nº 189/2016, de fecha 30/05/2016 (actuación N° 5633250), dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 1 de la Segunda Circunscripción Judicial.

En el interlocutorio en crisis, la Cámara hizo lugar a la apelación de la contraria, Dr. Gustavo Alfredo Quiroga, por lo que revocó parcialmente la sentencia de primera instancia, y, en consecuencia, reguló los honorarios del abogado Gustavo A. Quiroga en la suma de $ 2.142.628,90.- (pesos dos millones ciento cuarenta y dos mil seiscientos veintiocho con noventa centavos), por el trámite principal (sucesión) y la incidencia resuelta mediante interlocutoria N° 334/11 (18/10/11). 
A su tiempo, en primera instancia (SI Nº 304/15 - actuación N° 4516868, de fecha 28/08/2015), se habían regulado los honorarios a favor del Dr. Gustavo Quiroga en la suma de $ 127.537,44.- (pesos ciento veintisiete mil quinientos treinta y siete con cuarenta y cuatro centavos), en el carácter de acreedor de los sucesores de José Bernal.

1.1) Fundamentos del recurso: Los fundamentos recursivos fueron agregados en fecha 16/06/2016, mediante actuación N° 5736491, en los que se ha invocado el inciso a) del art. 287 del CPC y C.

En ellos, hizo una síntesis de los antecedentes de la causa, como sigue: 

a) Que al fallecimiento del señor JOSÉ NÉSTOR BERNAL, su esposa TERESA LUCÍA DOMÍNGUEZ, y sus hijos SYLVINA VERÓNICA LUCÍA BERNAL, MARIELA EDITH BERNAL y MARCELO ADRIAN BERNAL, le encomiendan al Dr. Gustavo Alfredo Quiroga, la apertura de la sucesión de su esposo y padre, a los fines de obtener la Declaratoria de Herederos, y poder transferir a su nombre una vieja camioneta propiedad del causante, EXP. 122348/7 “BERNAL JOSE NÉSTOR s/ SUCESIÓN AB INTESTATO”, que tramita ante el Juzgado Civil y Comercial N° 2 de la ciudad de Villa Mercedes (San Luis).

b) Concluido dicho trámite y obtenida la Declaratoria de Herederos (de JOSÉ NÉSTOR BERNAL), le comunican verbalmente al profesional actuante, que no van a continuar con la causa y que le diga el monto de sus honorarios para su cancelación, a lo cual éste les exige el pago de una cifra de alrededor de PESOS CUATROCIENTOS MIL ($ 400.000.-), atento a que se había enterado que el causante José Néstor Bernal, era heredero del señor Joaquín Bernal, quien poseía un campo de más de 2.000 hectáreas.

c) Cómo no podían abonar semejante suma, disparatada en relación al único bien que poseía el señor NÉSTOR JOSÉ BERNAL, que era una antigua camioneta como se anticipara en el punto anterior, y no poseían semejante cantidad, deciden comunicar formalmente la revocación del Poder mediante Carta Documento N° 31491, enviada por el Correo Del Oeste Argentino en fecha 05 de Octubre de 2009 (foja 13), y esperar que dicho profesional procediera a solicitar la regulación de honorarios por el trámite realizado (obtención de la Declaratoria de Herederos).

d) Que sin mediar palabra, ni mucho menos solicitar regulación de honorarios, en la causa “BERNAL, JOSÉ NÉSTOR s/ SUCESIÓN AB INTESTATO” - EXP. 122348/7, el Dr. Gustavo A. Quiroga procedió en fecha 06 de noviembre de 2009, a iniciar el juicio sucesorio del señor JOAQUÍN BERNAL, padre del señor JOSÉ NÉSTOR BERNAL, invocando su condición de acreedor de éste último (foja 7), sin denunciar como heredera a su hija MARÍA LEOCADIA BERNAL (hermana de José Néstor).-

e) Que se hace lugar a la apertura de la sucesión de JOAQUÍN BERNAL, por lo que esta parte sin consentir la misma, apela tal decisión (fs. 50), siendo rechazada tal pretensión, conforme fallo de la Cámara de Apelaciones que luce a foja 96 de autos.

f) Que el causante JOAQUÍN BERNAL, tenía dos hijos JOSÉ NÉSTOR BERNAL (cuyos hijos fueron declarados herederos de su abuelo en representación de su padre pre fallecido) y MARÍA LEOCADIA BERNAL (foja 212/213) vale decir, que sólo el 50% del patrimonio de JOAQUÍN BERNAL le correspondía a JOSÉ NÉSTOR BERNAL.

g) Que toda la labor profesional del Dr. Gustavo Quiroga se desarrolló en ambos sucesorios, desde el 2007 hasta el 2013.

1.2) Criticó la sentencia de Cámara porque aplicó una ley que no correspondía aplicar. En tal sentido especificó, que la Cámara resolvió la regulación de honorarios de Gustavo A. Quiroga, en base a la ley N° IV-0910-2014, cuando en realidad por la época en que fueron realizadas las labores profesionales que devengaron el derecho a percibir honorarios, debió aplicarse la ley de honorarios anterior, N° IV-0099-2004 (5698).

Argumentó, que lo que debe tenerse en cuenta para la regulación, es el tiempo o momento en que la actividad profesional se desarrolló, independientemente del momento en que se hizo la regulación. Que en el caso, toda la labor profesional del Dr. Gustavo Quiroga se desarrolló antes del dictado de la nueva ley de honorarios (N° IV-0910-2014), pues sus tareas profesionales culminaron en el año 2013, en tanto la nueva ley fue sancionada en noviembre de 2014. Citó jurisprudencia de la Corte Suprema en el sentido argumentado.

1.3) Añadió que la sentencia recurrida, no sólo aplicó erróneamente la norma arancelaria, sino que, además, reguló los honorarios del Dr. Quiroga en un doble carácter, tanto de abogado como de procurador, cuando en realidad el abogado actuó en uno solo, dado que al actuar por derecho propio, solo ejerció su propio patrocinio, por lo que mal pueden haberse regulado los honorarios en el doble carácter.

1.4) También objetó que se tomara como base de la regulación, la totalidad del patrimonio del causante, Joaquín Bernal, cuando en realidad a los herederos del premuerto José Bernal, sólo se le transmitió la mitad de dicho patrimonio, dado que la otra mitad del patrimonio de Joaquín Bernal le corresponde a la otra hija de éste, María Leocadia Bernal.

1.5) Se quejó de que la Cámara omitió referirse a que se trata de una única regulación de honorarios, como sí lo hizo la sentencia de primera instancia, en la que consta que hizo una regulación única y definitiva por toda la actuación profesional del letrado interesado, en los dos trámites sucesorios. Que por tal omisión, se llegaría al absurdo de que el abogado, podría pretender otra regulación de honorarios por la labor desarrollada en el expediente de José Néstor Bernal, agravando más aún, el despojo de los bienes relictos.

1.6) También calificó el fallo de absurdo y confiscatorio, pues regula por una declaratoria de herederos, a un profesional que solo se limitó a intervenir en la primera parte del proceso sucesorio de José Bernal, más del 25% del patrimonio del padre Joaquín Bernal, en desmedro de los derechos de la otra heredera, María Leocadia Bernal. 

Al respecto, dijo que ante la exorbitancia del monto arribado en relación a la tarea que generó el derecho a la percepción del honorario, se debió aplicar la norma contenida en el art. 1255, 2° párrafo del CCC y C. que establece, que si la aplicación estricta de los aranceles locales conduce a una evidente e injustificada desproporción, entre la retribución resultante y la importancia de la labor cumplida, el juez puede fijar equitativamente la retribución.

1.7) Asimismo denunció abuso de derecho y falta de aplicación del principio de la buena fe y de equidad.

2) Traslado: Que ordenado y corrido el traslado de ley, el interesado, Dr. Quiroga, Gustavo Alfredo, se presentó por derecho propio, con patrocinio letrado, en fecha 07/07/2016 mediante actuación N° 5839780.

2.1) Contradijo lo afirmado por la recurrente, en lo que se refiere a los móviles que llevaron a los herederos de José Bernal a iniciar la sucesión. Al respecto dijo, que es casi imposible que se pretenda abrir un sucesorio para transferir un vetusto automotor.

En lo que a su conducta respecta dijo, que se vio obligado a iniciar el sucesorio de Joaquín Bernal para poder percibir sus honorarios; y que en tal sucesorio, como no se presentaron los herederos, tuvo que abonar tasas y gastos judiciales para continuar la tramitación. 

2.2) Vinculado con la ley aplicable dijo, que no le asiste razón a la recurrente cuando sostiene, que debe aplicarse la antigua ley de honorarios, dando el argumento de que la labor profesional ha sido desarrollada durante la vigencia de la anterior norma.

Dijo, que la cuestión ya fue zanjada por el Superior Tribunal en autos “INCIDENTE DE APELACIÓN AUTOS: DEPETRIS, JUAN ALBERTO POR SÍ y EN REP. DE DEPETRIS CEREALES S.A. c/ BUENOS AIRES AL PACÍFICO SAN MARTÍN S.A. s/ INTERD. REC. DILG. PREL. REST. BIEN RECURSO DE QUEJA” – Iurix N° 259462/13, sentencia N° 018/2015 del 31/03/2015 donde se resolvió, aplicar la nueva ley de honorarios a labores profesionales que habían sido realizadas con la vigencia de la anterior ley.

Citó el considerando cuatro del fallo aludido, en el que se sostuvo la postura que defiende, que por imposición del principio de que los jueces deben adecuar sus sentencias a las circunstancias existentes a la fecha de su dictado (art. 163, inc. 6° del CPC y C) debe aplicarse al caso en estudio, la nueva ley de honorarios profesionales.

Dijo que esa posición, es la misma que la sostenida por Aída Kemelmajer, aunque si bien transcribió el supuesto párrafo atribuido a la publicista, no citó la obra.

El párrafo atribuido reza “…El artículo 7, al igual que el art. 3 de la ley 17711 establece: (a) la regla de la aplicación inmediata del nuevo ordenamiento; (b) La barrera a la aplicación retroactiva. O sea, la nueva ley rige para los hechos que están «in fieri» o en su curso de desarrollo al tiempo de su sanción y no para las consecuencias de los hechos pasados, que quedaron sujetos a la ley anterior, pues juega allí la noción de consumo jurídico”.

Además dijo, que la Cámara en la sentencia que se recurre, observa el deber impuesto en virtud de lo establecido en el art. 281 CPC y C, por lo que no corresponde objetar, ni impugnar la sentencia.

2.3) En relación a la crítica de la regulación en el doble carácter de apoderado y patrocinante sólo contestó, que se ha aplicado la ley de honorarios vigente en los porcentajes del art. 6, en su máximo, más el porcentaje del art. 8, también en su máximo, dado que he ejercido mi propio patrocinio.

2.4) En lo que respecta al porcentaje patrimonial tomado para practicar la regulación dijo, que pretender que sólo se compute el 50% del patrimonio es un error notorio, pues si la Sra. María Locadia Bernal se presentó tarde en la sucesión, no fue por responsabilidad del abogado que inició el sucesorio de Joaquín Bernal, por lo que ella debe soportar los costos de la presentación tardía. 

Agregó, que la Cámara aplicó el art. 27 de la ley de honorarios, por lo que expresó que: “…el monto será el valor del patrimonio que se transmitiere… y …En el caso de tramitarse más de UNA (1) sucesión en un mismo proceso, el monto será el del patrimonio transmitido en cada una de ellas…”.
2.5) Sobre que la Cámara omitió referir, que la regulación que hizo comprende los dos procesos sucesorios, dijo que son dos sucesiones distintas. Que el recurrente podría haber evitado que el letrado acreedor iniciara el sucesorio de Joaquín Bernal, abriéndolo él, conducta que no asumió, a pesar de haber sido intimada en tal sentido.

2.6) Con relación a la acusada confiscatoriedad de la regulación efectuada por la Cámara, puso de resalto, que se aprobaron las operaciones de inventario, denuncia y tasación de los bienes, con control y sin objeción de los hoy recurrentes, tareas ejecutadas por quien inició la sucesión, por lo que corresponde considerar, cumplida la tercera etapa del sucesorio, aunque la última, parcialmente de acuerdo al art. 48 de la ley de honorarios (N° IV-0910-2014).

Al pedido de aplicación del art. 1255 de CCC y C., lo encuentra contradictorio con la pretensión del recurrente, de que en lo que respecta a la regulación de honorario se aplique la ley anterior, con lo que para la regulación reclama ley anterior y para morigerar el resultado de la regulación, pretende se aplique el nuevo Código Civil y Comercial, lo que calificó de contradictorio. 

2.7) Asimismo, resistió la acusación de abuso del derecho, de falta de equidad y de no haberse respetado el principio de buena fe.

3) Dictamen del Procurador: Que en fecha 05/06/2017, en actuación N° 7300768, dictaminó el Procurador General, quien en lo medular expresó lo siguiente: “Adelanto, luego del estudio de los antecedentes del caso, (que) comparto la señera interpretación de la Corte Suprema de Justicia con respecto a la justicia y mesura en la regulación de honorarios en los que debe ser valorada “la índole y extensión de la labor profesional cumplida en la causa (…) que además tenga en cuenta que la regulación no depende (…) sino de todo un conjunto de pautas previstas en los regímenes respectivos, que puedan ser evaluadas por los jueces (…) con un razonable margen de discrecionalidad, entre las que se encuentran la naturaleza y complejidad del asunto, el mérito de la causa, la calidad, eficacia y extensión del trabajo (Cfr. Fallos: 239:123; 2551:516; 256:232; 302:1452; 316:87; 320:495; 257:142; 296:126; 302:534; entre otros)”.

“Estos argumentos fueron seguidos por el STJSL en SD Nº 177/14, en autos “Incidente Koppen, Nicolás Herman s/ Sucesorio – Recurso de Casación”, en los que el Tribunal abriera la vía casatoria y se expidiera conforme la CSJN por el rechazo de una aplicación mecánica de fórmulas arancelarias, toda vez que los honorarios están dados “por la onerosidad de los servicios prestados”, no obstante “esta condición no admite como único medio para satisfacerla el apego a las escalas de los aranceles respectivos, pues la justa retribución que reconoce la Carta Magna a favor de los acreedores debe ser, por un lado, conciliada con la garantía –de igual grado- que asiste a los deudores de no ser privados ilegítimamente de su propiedad al verse obligados a afrontar –con sus patrimonios- honorarios exorbitantes…” (Cfr. CSJN, Fallos 320:495)”.

“Asimismo, y con respecto a los derechos de los clientes deudores en el caso de autos, debe considerarse si resulta justa la aplicación retroactiva de la ley, en fallo de la Cámara de Apelaciones Contencioso, Administrativo y Tributario de la CABA, en un caso similar al presente, el voto disidente, que comparto, sostuvo: “Las tareas realizadas durante la vigencia de la ley anterior (…) deben ser retribuidas con arreglo a dichas reglas, procediendo a aplicar las nuevas a lo actuado con posterioridad a la entrada en vigencia de la reforma (…) sus disposiciones no pueden ser aplicadas en el caso en atención a que su fecha de entrada en vigencia es claramente posterior a la realización de los trabajos profesionales (…)”, y agregó que la nueva ley, no es la aplicable en el caso ya que de lo contrario “se atribuiría a esa norma un alcance retroactivo que no resulta conciliable con la protección del derecho de propiedad del obligado al pago” . (Del voto en disidencia de la Dra. Gabriela Seijas)”.

“La salvaguarda del derecho al justiprecio de la actividad profesional debe conciliarse con los derechos de los obligados al pago, este es un caso en el que el dictado de una norma posterior a la realización de la mayoría de las tareas profesionales, beneficia al letrado en perjuicio de derechos patrimoniales de los obligados al pago. A tal punto que la regulación de honorarios en la resolución de Primera Instancia los fija en la suma de $ 127.537,44 aplicando la ley anterior, y la sentencia de la Cámara que admite la apelación los determina en base a la nueva ley en $ $ 2.142.628,90.-”
“Así también, el artículo 7º del nuevo Código Civil y Comercial consagra el principio de irretroactividad de las leyes, y en el caso excepcional y expreso de su retroactividad fija la regla: “La retroactividad establecida por la ley no puede afectar derechos amparados por garantías constitucionales”… La nueva ley no puede modificar o alterar derechos constitucionales, entre otros, el derecho de propiedad consagrado por el art. 17 CN (Conf. CSJN, “Cejas, Gelis Crisanto c/ SADE S.A. y otro”, del 21/08/97, Fallos 320:1796)”.

“Para mayor abundamiento, en torno al efecto inmediato en la vigencia y aplicación de una nueva ley, se dice que se aplica i) a las relaciones y situaciones jurídicas que se constituyan en el futuro; ii) a las relaciones y situaciones jurídicas existentes, en cuanto no estén agotadas; y iii) a las consecuencias que no hayan operado todavía. (Caramelo, G. y otros “Código Civil y Comercial de la Nación. Comentado“. Ed. Infojus, CABA, 2015. pág. 25). Así rige la nueva disposición sólo con respecto a los tramos no cumplidos. Cuánto más se ajusta el análisis al proceso judicial, dominado por la regla de la preclusión, y cuyas etapas pueden determinarse taxativamente, en el que los actos ya cumplidos –en el caso las labores profesionales desarrolladas- se rigen por la ley vigente al tiempo en que se llevaron adelante”.

Ello, con la única salvedad de carecer de efectos constitutivos. Autorizada doctrina expresa “si antes de la vigencia de la ley nueva se hubieran producido ciertos hechos aptos para comenzar la gestación de una situación según la vieja ley, pero insuficientes para constituirla (o sea, la situación o relación esta “in fieri”), entonces, rige la nueva ley” (Moisset de Espanés, Luis, “La irretroactividad de la ley y el efecto diferido”, en JA Doctrina, 1972, p. 819)”.

“La retroactividad en el nuevo Código Civil y Comercial se encuentra ligada a los hechos que definitivamente se han cumplidos o agotado”.

“Por los fundamentos expuestos, de esta Procuración debe hacerse lugar al recurso intentado y casar la sentencia recurrida”.-
4) Admisibilidad formal: Que ante todo, corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio, derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley para provocar el juicio de casación. 

En este sentido se advierte, que el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, conforme los términos del art. 289 del CPC y C, en atención a constancias de: 1) Notificación de la sentencia recurrida en fecha 01/06/2016, según comprobante obrante en actuación N° 5654977; 2) La interposición del recurso en fecha 06/06/2016, según actuación N° 5678325; y 3) La fundación del mismo en fecha 16/06/2016 a la hora 00:49, tal como puede observarse en actuación N° 5736491.

Asimismo, obra constancia del depósito exigido por el artículo 290 del CPC y C, en el archivo adjunto, de la actuación N° 5706844.

Por otro lado, si bien se pretende la casación de una sentencia interlocutoria emanada de Cámara de Apelación, la misma se asimila, por las consecuencias que produciría la firmeza de la decisión atacada, a una resolución definitiva, teniendo por cumplido el recaudo imperado por el art. 286 del CPC y C.

En este sentido, la resolución recurrida es equiparable a sentencia definitiva, pues debe asimilarse a tal, la que impide que la cuestión planteada pueda ser discutida en un proceso ulterior, pudiendo causar un gravamen de imposible reparación ulterior (CSJN - Fallos: 323:3909 274:424; 298:212; 300:642; 302:345; 303:802, entre otros).

Además, es de aplicación al planteo casatorio propuesto, lo dicho por el Superior Tribunal en autos: “INCIDENTE KOPPEN, NICOLÁS HERMAN s/ SUCESORIO – RECUROS DE CASACIÓN” - IURIX Nº INC. 175189/1, en STJSL-S.J.–S.D. Nº 177/14, en los que se destacó, que a pesar del criterio que vedaba el examen casatorio, cuando se trata de cuestiones vinculadas con las retribuciones debidas por tareas profesionales de abogados, procuradores, peritos y demás auxiliares de la justicia, se abordó el análisis en atención a, que la sana hermenéutica de las leyes arancelarias “redundará en un afianzamiento de la seguridad jurídica, que se cierne sobre los derechos y obligaciones de los auxiliares de la justicia”.

A lo dicho se puede agregar, que la seguridad jurídica respecto de los mentados derechos y obligaciones de los auxiliares de la justicia, también dará certidumbre sobre el alcance de los deberes de los obligados, al pago de los aranceles fijados o que se fijen.

En consecuencia, el planteo casatorio que cuestiona la aplicación de una ley y reclama otra, encuadra en lo dispuesto por el inc. a) del art. 301 del CPC y C, a causa de lo cual y del desarrollo antecedente, el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros, Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.

A LA SEGUNDA CUESTION, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: 1) Que a los efectos del análisis de esta segunda cuestión, y en armonía con lo que prescribe el art. 301 inc. b) del CPC y C debe dilucidarse, si en la resolución recurrida existe alguna de las causales previstas en el art. 287 del código citado y si el escrito de fundación se basta a sí mismo, caso contrario, el recurso deducido no podría prosperar. (Cfr. STJSL, 17/05/2007 “KRAVETZ, ELIAS SAMUEL c/ EDISAL SA – D y P – Recurso de Casación). 
Al respecto este Alto Cuerpo tiene establecido, que para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso, la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se (cumple), (determina que) el recurso en estudio deb(a) ser rechazado (cfr. fallo citado en párrafo anterior).

En relación a la correcta conceptualización, y por ende preciso trazado de lindes del remedio impugnaticio intentado, cabe señalar, siguiendo a doctrina especializada, que una de las características típicas de la casación es que: “…sólo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por ley (…) Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; y b) siendo esa vía “extraordinaria”, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo.” (Juan Carlos Hitters, Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación, 2ª Edición, Librería Editora Platense SRL, La Plata, 1998, p. 213; citado anteriormente en STJSL 20/11/2007 CHÁVEZ, MIRTA NORA c/ OBRA SOCIAL PERSONAL de IND. QUÌMICAS y PETROQUÍMICAS s/ COBRO DE PESOS – Recurso de Casación).-

Sobre la ley aplicable:

2) Que la medular cuestión a resolver estriba, en qué ley debe aplicarse para la regulación de honorarios. Si la ley vigente, al tiempo en que se desarrollaron las tareas procesales (ley N° IV-0099-2004, como lo hizo la juez de primera instancia), o la ley vigente al tiempo en que se regularon los honorarios por la tarea profesional (ley N° IV-0910-2014, como dispuso la Cámara de apelaciones).

Al respecto se debe dejar en claro, que no está controvertido que la actividad judicial útil en los procesos sucesorios, por las que se solicitó y se obtuvo regulación de honorarios, fue desplegada en su totalidad con anterioridad a la sanción de la ley N° IV-0910-2014, sancionada el 26/11/2014 y publicada el 17/12/2014.

Que según está expuesta la cuestión a decidir, acerca de la ley aplicable, es menester fijar un criterio para los casos en que, la tarea profesional se llevó a cabo total o parcialmente, durante la vigencia de la ley arancelaria anterior.

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha resuelto, que si la totalidad de la gestión profesional del abogado se cumplió con anterioridad a la entrada en vigor de la nueva ley, corresponde aplicar la ley bajo cuya vigencia las tareas fueron realizadas y no la nueva ley; según análisis de fallos del tribunal supremo, hecho por Kemelmajer de Carlucci, Aída, en La aplicación del código civil y comercial a las relaciones y situaciones jurídicas existentes, Rubinzal – Culzoni Editores, año 2015, págs. 114/115.

El mismo criterio ha sostenido la Corte Suprema Nacional “…si las tareas se cumplieron mayoritariamente en uno u otro período”. En un voto ampliatorio uno de los ministros sostuvo, “que cuando es posible discernir la incidencia de los trabajos profesionales dentro de las etapas en las que fueron previstas, no debe aplicarse la nueva ley a las etapas cumplidas con anterioridad, pero sí a las posteriores”. (Cfr. CSJN 10-05-2005, L.L. 2006-A-124, cfr. ob. cit. pág. 116.

En postura coincidente, la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires, en fallo de fecha 08/11/2017 dijo, que: “En atención a que la remuneración por la labor de los abogados en los juicios se determina teniendo en cuenta las etapas cumplidas en las que el proceso se divide, resulta necesario, ante la entrada en vigor de un nuevo ordenamiento arancelario, discriminar aquellas pasadas durante la vigencia del régimen anterior de las que se hicieron a partir de la operatividad del nuevo sistema”. En el que a mayor abundamiento se dijo, que dicho criterio “…es el adoptado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación a partir del precedente que se registra en Fallos 319:1915 (mantenido en Fallos: 320:31; 2349 y 2756; 321:146; 330, 532 y 1757; 325:2250)”. (SCBA “Morcillo, Hugo Héctor vs. Provincia de Buenos Aires s. Inconstitucionalidad Decreto ley 9020 de la Provincia de Buenos Aires).

Para resolver en la causa citada, la SCBA dijo que: “Teniendo en cuenta que el Decreto 522/2017 de la Provincia de Buenos Aires, observó el contenido del art. 61, Ley 14967 de la Provincia de Buenos Aires, que establecía la aplicación del nuevo régimen de honorarios a todos los procesos en los que, al tiempo de su promulgación, no exista resolución firme de honorarios, a los fines regulatorios corresponde discriminar aquellas etapas cumplidas durante la vigencia del régimen anterior, de las que se desarrollaron a partir de la operatividad del nuevos sistema. Así, siendo que los trabajos de los profesionales intervinientes se realizaron estando en vigor el Decreto ley 8904/1977 de la Provincia de Buenos Aires, corresponde utilizar las pautas y la unidad arancelaria allí instituida, cuyo quantum se fijó mediante el Acuerdo 3871 de la SCJ de la Provincia de Buenos Aires. Ello, en el entendimiento de que el art. 9, Ley 14967, en tanto altera la estructura de componentes que nutren la unidad arancelaria, generando de esa forma un significativo incremento de su cuantía, ha de regir para trabajos devengados durante su vigencia y no hacia el pasado”.-

Es ilustrativo que en el fallo referenciado, la SCBA destacara que la observación (veto parcial) del Poder Ejecutivo, al artículo 61 de la ley N° 14.967, que establecía la aplicación del nuevo régimen de honorarios a todos los procesos en los que, al tiempo de su promulgación, no exista resolución firme de honorarios, se basó, principalmente, en considerar que la disposición vetada importaba, la consagración de una indebida aplicación retroactiva de la ley, susceptible de afectar derechos adquiridos que, además, podría entorpecer el funcionamiento del sistema de justicia y el ejercicio de la abogacía, y con el expreso propósito de evitar colocar a los ciudadanos en una situación de inseguridad jurídica.

En efecto, la reclamada aplicación inmediata de la ley, debe regir la relación jurídica en “…los tramos de su desarrollo aún no cumplidos. Los cumplidos, en cambio, están regidos por la ley vigente al tiempo en que se desarrollaron…” (Moisset de Espanés, Luis, La irretroactividad de la ley y el efecto diferido citado por Kemelmajer de Carlucci, Aída, en ob. cit. págs. 29/30).

Este parámetro puede aplicarse especialmente si, tal como sucede en el proceso judicial, hay etapas que se distinguen claramente unas de otras, conforme el avance procesal y la preclusión de las mismas.

Por ello, la aplicación inmediata de la ley no puede tener alcance retroactivo, es decir, pretender bajo dicho argumento –aplicación inmediata- alcanzar con la nueva ley, etapas procesales perfectamente cumplidas bajo la ley anterior, por la sola circunstancia de carecer de un pronunciamiento sobre la justipreciación del valor de las tareas cumplidas.

Que dicha posición, se corresponde con la naturaleza declarativa del pronunciamiento judicial, que determina los honorarios devengados por el trabajo profesional realizado.

Así lo ha conceptualizado la doctrina especializada y la jurisprudencia, al decir que: “(e)n la relación entre profesional y cliente, una sentencia que establezca el quantum de los honorarios es declarativa, puesto que el derecho a obtener una retribución ha ido devengándose a medida que se realizan las tareas tendientes al cumplimiento de la prestación, por lo que la decisión jurisdiccional sólo se limita a expresar en una suma (cuantificar) ese derecho. Así se ha dicho que el derecho al honorario nace en el mismo momento de ejercerse la actividad profesional…”

“Desde esta perspectiva, la regulación sólo tiene por efecto apreciar la aludida actividad y traducirla en una suma de dinero cuando ella finaliza o cuando lo admiten las etapas procesales, pero ésta ya fue devengada: el derecho no nace a partir de la cuantificacón, sino que se va devengando con la actividad, de lo que se sigue la improcedencia de hacer gravitar un nuevo régimen retrotrayéndolo a situaciones y hechos constitutivos pretéritos”. (PASSARÓN – PESARESI, Honorarios judiciales, tomo I, Editorial Astrea, año 2008, págs. 79/81).

Por ello, la cita atribuida a Aída Kemelmajer y mentada por quien resiste el recurso, es contraria a la posición que intenta hacer prevalecer quien la invoca.

Pues, cuando se dice que: “…la nueva ley rige para los hechos que están «in fieri» o en su curso de desarrollo al tiempo de su sanción y no para las consecuencias de los hechos pasados, que quedaron sujetos a la ley anterior, pues juega allí la noción de consumo jurídico…”, se está afirmando que los hechos pasados, -en el caso la actividad profesional cumplida en etapas precluidas-, se han consumido jurídicamente al abrigo del imperio de la ley anterior, por lo que no puede pretenderse aplicarles un nuevo régimen legal, si éste no contiene expresamente, disposiciones que establezcan expresamente, el carácter retroactivo de sus normas.

En relación a la causa “INCIDENTE DE APELACIÓN AUTOS: DEPETRIS, JUAN ALBERTO POR SI y EN REP. DE DEPETRIS CEREALES S.A. c/ BUENOS AIRES AL PACÍFICO SAN MARTIN S.A. s/ INTERD. REC. DILG. PREL. REST. BIEN - RECURSO DE QUEJA”. IURIX Nº 259462/13, se dijo: “Con respecto a la aplicación, que la Excma. Cámara ha efectuado del art. 19 de la Ley N° IV-099-2004 (5698 “R”) debe señalarse, que dicha norma ha sido expresamente derogada por el art. 68 de la nueva ley de honorarios profesionales N° IV-0910-2014 (B.O. 17/12/14), la cual no contiene norma alguna, de igual o semejante contenido al cuestionado art. 19 de la ley anterior. Por lo tanto, la cuestión se ha tornado abstracta, de conformidad a lo dispuesto por el art. 163, inc. 6° del CPC y C, mediante el cual, se impone el principio de que los jueces deben adecuar sus sentencias a las circunstancias existentes a la fecha de su dictado.
Debe tenerse en cuenta, que en dicho caso, se cuestionaba el art. 19 de la ley N° IV-0099-2004, que anteriormente había sido declarado inconstitucional por el Superior Tribunal, circunstancia de la que se dio cuenta en propio fallo “Depetris”, en el que se dijo: “Este Superior Tribunal se ha expedido con anterioridad a la vigencia de la nueva Ley de Honorarios Profesionales, con relación al art. 19 de la ley anterior, en los autos: “ZAMBONI CARLOS c/ MUNICIPALIDAD DE VILLA MERCEDES – SAN LUIS DEMANDA CONTENCIOSA - ADMINISTRATIVA”, Expte. Nº IURIX Nº 135002/9 STJSLS.J. – S.I. Nº 251/14 de fecha 03/07/14. Allí se sostuvo que: “Corresponde regular sobre el monto total de la demanda y no sobre la mitad del monto demandado como lo norma el art. 19 de la Ley Nº IV 0099-2004 (5698 “R”), declarando la inconstitucionalidad de oficio del párrafo de norma que expresa: “dicho monto no podrá ser en ningún caso superior a la mitad de la suma reclamada en la demanda y reconvención, cuando esta se hubiere deducido”. Se advierte que en el presente caso sería injusto y violatorio del derecho de propiedad la limitación dispuesta por la ley de aranceles, ya que de aplicar la misma se traduciría en una regulación inequitativa en mérito al éxito obtenido, al trabajo realizado y los exiguos montos a los que se regularían con la aplicación estricta del art. 19 de la ley de aranceles.”

Con lo que el primer argumento no haría otra cosa que reforzar la antes declarada inconstitucionalidad del artículo 19 de la ley N° IV-0099-2004.

Sin perjuicio de ello debemos tener presente, que el pronunciamiento referenciado no se obtuvo al resolver un recurso de casación sino, que tuvo lugar por haberse interpuesto un recurso extraordinario de inconstitucionalidad local, que denegado por la Cámara, fue resuelto por el Superior Tribunal, quien para ello abrió el recurso de queja, por lo que no es comprendido por la obligatoriedad consagrada en el art. 281 del CPC y C.

En un análisis ex novo, y allende el matiz apuntado, en relación a los fundamentos del fallo “Depetris” lo cierto es, que a la luz del análisis vertido en el presente resulta claro, que el principio de aplicación inmediata de las nuevas normas procesales no debe alcanzar retroactivamente, a hechos procesales pasados y precluídos, que por tal circunstancia, han quedado subsumidos por el régimen vigente al tiempo de su realización; circunstancia por la cual se impone casar la sentencia de Cámara.
Acerca de los honorarios en la presente causa
3) Ahora bien, casado el fallo de la alzada, -más allá de haberse determinado un criterio temporal de aplicación de la ley que regula los aranceles profesionales-, debe tratarse lo referido a la justipreciación de la tarea del letrado acreedor que inició la sucesión de Joaquín Bernal. 

El primer expediente en el que actuó el letrado es el N° 122348/7 “BERNAL JOSÉ NESTOR s/ SUCESIÓN AB INTESTATO” de trámite ante el Juzgado Civil, Comercial y Minas N° 2 de la ciudad de Villa Mercedes.

El segundo, es el expediente N° 172625/9 “BERNAL, JOAQUÍN s/ SUCESIÓN AB INTESTATO” también de trámite en el mismo Juzgado, y que fue iniciado por el Dr. Quiroga bajo la alegada motivación de hacer efectivo el crédito que le correspondería en el trabajo realizado en la sucesión de José Néstor Bernal. 

Respecto del primero -Bernal, José Néstor-, sin duda se han generado honorarios por la labor profesional del Dr. Quiroga, los que oportunamente deberán ser fijados teniendo en cuenta la labor profesional y las circunstancias del proceso.

Respecto del segundo debemos preguntarnos ¿En qué carácter el Dr. Quiroga inició el expediente sucesorio de Joaquín Bernal?

El mismo lo expresa en su presentación, “en carácter de acreedor de los herederos de la sucesión”.

Y, al respecto: ¿Qué dice nuestro Código de Procedimientos en estos supuestos?

El código de rito es clarísimo y no deja lugar a dudas, cuando establece en el ARTÍCULO 694: INTERVENCIÓN DE LOS ACREEDORES, que: Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3314 del Código Civil, los acreedores sólo podrán iniciar el proceso sucesorio después de transcurridos cuatro (4) meses desde el fallecimiento del causante. Sin embargo, el juez podrá ampliar o reducir ese plazo cuando las circunstancias así lo aconsejaren. Su intervención cesará cuando se presente al juicio algún heredero o se provea a su representación en forma legal, salvo inacción manifiesta de éstos, en cuyo supuesto los acreedores podrán activar el procedimiento.”

Pues bien, el Dr. Quiroga en carácter de acreedor inició la Sucesión de Joaquín Bernal el 24/11/2009; el Juzgado dio por iniciado el Juicio Sucesorio el 09/03/2010 y los herederos se presentaron en forma legal el 13/05/2010.
Es claro que el letrado Quiroga inició la sucesión del padre de José Bernal teniendo en mira la transmisión de un campo de titularidad de Joaquín Bernal, cuyo patrimonio no había sido transmitido a sus herederos, con la finalidad de acrecer el patrimonio relicto y consecuentemente, en función de ello, elevar el monto del proceso para obtener una mayor regulación de honorarios.

Además, el letrado acreedor, persigue sobre base semejante, la regulación de honorarios en su carácter de letrado actuante en el juicio de Joaquín Bernal, iniciado en su propio interés, como acreedor de los herederos de la sucesión.

También debe tenerse presente que el acreedor inició la sucesión de Joaquín Bernal en su propio nombre, reclamando la legitimación de acreedor de la nuera y nietos del causante, pues estos ya le habían revocado el mandato que le habían otorgado para los trámites sucesorios de José Bernal, tal como puede verse en la carta documento de foja 12.

Para proceder como lo hizo, el interesado no intimó a los herederos de Joaquín Bernal, ya sea a los hijos del premuerto José Bernal y a la hermana de éste María Leocadia Bernal, como lo imponía a la fecha el artículo 3314 del Código Civil, exigencia esencialmente mantenida en el artículo 2289 del Código Civil y Comercial. 

El referido proceder no puede dejar de valorarse como abusivo, en el sentido que el acreedor no parece haber sencillamente perseguido el legítimo cobro de su acreencia, sino más bien, activar los resortes procesales en procura de acrecentar su crédito, lo que implica al mismo tiempo, poner en una situación de mayor compromiso a sus deudores, ocasionándoseles así un importante menoscabo económico.

Con lo cual, el inicio del sucesorio del padre premuerto de José Bernal, en el carácter de acreedor de los herederos de éste, en vistas a cobrar los honorarios impagos por el trámite del primer sucesorio, se ha erigido en la vía más costosa para la satisfacción del crédito, lo que no ha podido dejar de advertir el abogado acreedor.

Dichas circunstancias, ponen en cuestión el supuesto derecho al cobro de los honorarios, en razón de que se está en presencia de una conducta disvaliosa, que trasunta mala fe en quién se ha conducido al abrigo de resortes sustanciales y procesales, en procura de obtener un mayor beneficio económico que como contracara, provoca necesariamente, un perjuicio apreciable a quienes se encuentran en el otro extremo de la relación jurídica. 
En este sentido la Corte Suprema de Justicia de Mendoza, siguiendo el voto de la doctora Kemelmajer de Carlucci, entendió que la elección de la vía más costosa (o dañina) para el reconocimiento de un derecho por parte del profesional con una repercusión en mayores honorarios configuraba un supuesto de “abuso procesal”, por lo que, en tal caso, correspondía reducir sensiblemente la retribución. (Cfr. PASSARON – PESARESI, ob. cit., pág. 68.

Es que la exigida intimación previa a los herederos antes de solicitar la apertura de la sucesión, tiende, justamente, a desalentar el posible aprovechamiento lucrativo de los acreedores y de sus letrados –máxime si se reúnen en una misma persona o personas las dos calidades, como en el caso presente- teniendo en vista los honorarios a devengarse en el proceso a iniciar, por lo que se ha sancionado con el cargo de las costas a quienes así han procedido. 

“Que en lo concerniente al requisito de la intimación previa, sin perjuicio de algún caso… (de excepción) el criterio absolutamente mayoritario es el de exigir la satisfacción fehaciente (judicial o extrajudicial) de tal recaudo, habida cuenta que por una parte quienes están naturalmente investidos del derecho a abrir el sucesorio de su causante son sus herederos y no los acreedores, y por el otro debe desalentarse toda maniobra especulativa de estos últimos o de los curiales que lo(s) representen para lucrar con los honorarios generados dentro de ese proceso universal”. Tal es el punto de vista, entre nosotros, de J.L. Pérez Lasala (“Derecho de Sucesiones”, Ed. Depalma, Bs. As., 1978, tomo I, pag. 81); Lino E. Palacios (“Derecho Procesal Civil”, Ed. Abeledo-Perrot, Bs. As., 1988, tomo IX, pag. 376); Eduardo Zannoni (“Derecho Civil - Derecho de Sucesiones”, Ed. Astrea, Bs. As. 1997, 4° Ed., tomo I, pag. 351); Jorge Azpiri (“Manual de Derecho Sucesorio”, Ed. Hammurabi, Bs. As. 1998, 3° Ed. pag. 113); Iñigo-Levy-Wagmaister, comentario al art. 3314 en la obra “Código Civil y normas complementarias - análisis doctrinario y jurisprudencial”, dirigida por A. Bueres y coordinada por E. Highton, Ed. Hammurabi, Bs. As., 2001, tomo 6 A, pag. 94); Luis A. Ugarte (Aceptación de herencia, intervención de los acreedores en el proceso sucesorio y ejercicio de la acción subrogatoria”, nota a fallo en LL 1989 -A- 25, quien menciona la posibilidad de que se promueva la acción directamente, pero que la intimación sea practicada en los mismos autos antes de la apertura de la sucesión); así como Cam. Nac. Civil, Sala F, 26.10.84, “Peduto, Pascual s/ Sucesión”, LL 1985-b-80; Sala A, 11.2.82, ED 99-711; Sala E, 15.4.81, Domínguez, Sebastián s/ Sucesorio”; Sala B, 7.12.81, ED 97-690; etc. Incluso en la misma obra ya citada del Dr. Francisco A. M. Ferrer ( “Los acreedores...”, pág. 96), en la que se hacen alusión a algunos criterios que excepcionalmente prescindieran del requerimiento del art. 3314 del Código Civil, se hace mención expresa a que el autor no comparte tales puntos de vista, siendo imprescindible la intimación o citación previa de quien resultaría eventualmente beneficiario de la transmisión sucesoria. Tosoni, Carlos Alberto s. Declaratoria de herederos – Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala 1 – RC J 843/04.

Asimismo Vera Ocampo entiende que la iniciación de las actuaciones sin previa citación de los herederos debería producir la pérdida del derecho de los honorarios de quienes abrieron la sucesión indebidamente, (Cfr. ARAZI – ROJAS, Código Procesal Civil y Comercial de la Nación –comentado, anotado y concordado con los códigos provinciales- 2° Edición actualizada, Rubinzal Culzoni Editores, año 2007, tomo III, arts. 595 a 784, pág. 452). 

En la misma obra, en la página siguiente, se ejemplifica el parecer autoral de Vera Ocampo, con un pronunciamiento judicial en el que se dispuso que “El abogado del acreedor que, sin previa intimación a los herederos del deudor, inició su sucesión, carece de derecho a cobrar honorarios a cargo de la sucesión” (ARAZI – ROJAZ, Ob. cit., pág. 453.)
También la doctrina mayoritaria ha determinado que la sanción del acreedor que actuó con extralimitación al abrir un sucesorio, -sin intimar a los herederos a hacerlo-, y persiguiendo, allende el cobro de su crédito, generar un nuevo crédito, quizás mayor, en concepto de honorarios, no produce la nulidad de lo actuado, si el tema en cuestionamiento se circunscribe al cobro de los honorarios en el juicio abierto de esta guisa.

Así se dijo en el ya aludido precedente Tosoni, (en el que también se aventó la posible crítica acerca de un posible enriquecimiento sin causa de los herederos, si se hace cargar con las costas al acreedor que inició la sucesión): “…como lo declarara oportunamente la Sala C de la Cam. Nac. de Apelaciones en lo Civil –…Sobrino, Balbino s/ sucesión…- si el tema controversial lo configuran exclusivamente los honorarios de los profesionales actuantes por el acreedor (…) no hay razón plausible para nulificar todo lo actuado desde la promoción del juicio sucesorio, aniquilando gestiones y etapas procesales que son útiles para los herederos, con dispendio de tiempos y con desgaste jurisdiccional y sin otro perjuicio apreciable para ellos (…) si bien los jueces deben extremar las precauciones tendientes a evitar que se promuevan procesos sucesorios por quienes no están legalmente legitimados para ello, en el supuesto de que tales acreedores hayan avanzado en el trámite «…es menester evaluar las circunstancias particulares de cada caso y rescatar la validez de las actuaciones útiles cumplidas por el letrado del acreedor que promovió el sucesorio…” “Estas reglas (…) determinan, en principio, que las actuaciones cumplidas por quien no tenía legitimación para promover y tramitar el juicio sucesorio son válidas en función de su utilidad, pero el acreedor que realizó el trámite sin haber cumplido previamente los recaudos necesarios que lo habilitan a iniciar el sucesorio, debe soportar las consecuencias de su omisión, negligencia o apresuramiento, y por ende debe cargar con las costas…”

Y en el sentido apuntado, el fallo continúa: “…se expide Aída Kemelmajer de Carlucci en su trabajo titulado “Los acreedores quirografarios del causante”, en la obra “Sucesiones”, editada en homenaje a la Dra. Josefa Mendez Costa por Editorial Rubinzal Culzoni, Santa Fe, 1991, Pags. 62/63. En el mismo, manifiesta que “... como en tantas otras cuestiones vinculadas al proceso sucesorio, la solución se oscurece por el resultado al que se llega en materia de costas y derecho a percibir honorarios”; en virtud de lo cual siendo que el requisito de la intimación previa a los herederos o al Fisco tiene por finalidad impedir que los abogados actúen desaprensivamente promoviendo innecesaria y apresuradamente el proceso...” (Cita al respecto las calificadas opiniones de destacados procesalistas como S. Fassi, Fenocchietto y Arazi) “...bastaría con privar de honorarios al abogado desaprensivo; la sanción evitaría justamente la maniobra que se estima inmoral y se respetaría el principio de conservación de los actos procesales, la solución tampoco violaría el principio de enriquecimiento sin causa, pues la causa de este desplazamiento (aprovechamiento de la actividad profesional sin costo) provendría de la conducta temeraria del abogado”.
Por ello, al haberse configurado en la actuación del letrado acreedor un abuso procesal, para el cobro de su crédito, que tiene como consecuencia irrogar un mayor perjuicio a los deudores desde que sin intimarlos a la apertura de la sucesión, se estima justo cargar las costas de su propia gestión en la presente causa al propio abogado acreedor.

No se debe perder de vista que los abogados son una parte fundamental en el sistema judicial de un estado democrático que debe ser respetado y protegido por todos sus actores. 

Al respecto el eximio jurista Piero Calamandrei, expresaba: "podemos afirmar que el abogado es un elemento integrante de la organización judicial, un órgano intermedio entre el juez y la parte, en el cual el interés privado de alcanzar una sentencia favorable se concilia con el interés público de alcanzar una sentencia justa. Por eso la función del abogado es necesaria para el Estado, tan necesaria como la del juez, porque ambos actúan como servidores del derecho. El carácter público de la abogacía explica la potestad estatal de exigir el patrocinio profesional en toda controversia o proceso judicial y el consecuente control de la matrícula y de los requisitos morales inherentes al ejercicio de la profesión. Por otra parte, la actividad del abogado y la del juez generan espontáneamente un recíproco control que resulta beneficioso para la administración de justicia. La abogacía en definitiva, es un claro ejemplo del ejercicio privado de funciones públicas, respecto de la cual, las asociaciones y los colegios de abogados están interesados tanto en el imperio de la ley y la independencia de los jueces, como en la capacitación y respeto de quienes ejercen con decoro y dignidad la profesión de abogados" (ver Cuando seas abogado, de Carlos Fayt, Editorial Universitaria La Plata, pág. 25 año 1995).- 

Como corolario de lo dicho hasta aquí, es atinado interpretar que la dignidad del abogado debería ser observada por los sujetos desde un punto de vista intrínseco como el valor que el mismo profesional le debe a su profesión y desde una óptica extrínseca como la distinción que debe recibir por parte de la sociedad, cuando la misma reconoce el aporte que el abogado le hace en pos del cumplimiento del mandato constitucional de afianzar la justicia. Pero este reconocimiento subyacente en lo abstracto de las palabras debe hacerse fáctico en el trato cotidiano y la valoración de su trabajo, asentado el primero sobre el respeto y lo segundo en la justa remuneración.

En mérito al desarrollo antecedente, VOTO A ESTA SEGUNDA CUESTIÓN, con el alcance indicado en el puntos precedentes, por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros, Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.

A LA TERCERA CUESTION, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Dada la forma como se ha votado la cuestión anterior corresponde, aplicar las costas habidas en autos “BERNAL, JOAQUÍN s/ SUCESIÓN AB INTESTATO –EXP. N° 172625/9”, en el orden causado. ASÍ LO VOTO.

Los Señores Ministros, Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.

A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: Hacer lugar al recurso de casación planteado, por lo tanto corresponde casar la sentencia interlocutoria Nº 189/16 dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 1 de la Segunda Circunscripción Judicial, de fecha 30/05/2016 (actuación N° 5633250), e imponer las costas de los autos “BERNAL, JOAQUÍN s/ SUCESIÓN AB INTESTATO – Expte. N° EXP. 172625/9” en el orden causado, por lo que el letrado acreedor que inició el trámite sucesorio, deberá soportar las acreencias devengadas por su propia intervención. ASÍ LO VOTO. 

Los Señores Ministros, Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.

A LA QUINTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, dijo: En atención a la nueva inteligencia sobre la aplicación de la ley, las costas de la instancia extraordinaria, también se imponen por su orden. ASÍ LO VOTO.

Los Señores Ministros, Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, dos de julio de dos mil dieciocho.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Hacer lugar al recurso de casación planteado y casar la sentencia interlocutoria Nº 189/16 dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 1 de la Segunda Circunscripción Judicial, de fecha 30/05/2016 (actuación N° 5633250) e imponer las costas de los autos “BERNAL, JOAQUÍN s/ SUCESIÓN AB INTESTATO –EXP. N° 172625/9”, al letrado acreedor que inició el trámite sucesorio por su propia intervención.-
II) Costas de la instancia extraordinaria, también por su orden.

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.- 
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.-
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